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Relaciones laborales en el sector público. 
Algunas particularidades del Estado como 

espacio de trabajo

Magdalena Gil García 

Introducción
El total de trabajadores dependientes del sector público en todos sus ni-

veles y jurisdicciones es de aproximadamente 3,5 millones,1 de manera que 
parte importante de la dinámica de las relaciones de trabajo se origina en 
dicha esfera. La relevancia y complejidad del empleo público no refiere solo a 
sus dimensiones, sino a su composición, puesto que abarca una amplia gama 
de actividades que van desde las tareas de la administración hasta la salud, 
la educación, el transporte, la industria y la seguridad. Al mismo tiempo, la 
Administración Pública se divide en tres poderes del Estado (Poder Ejecuti-
vo, Legislativo y Judicial) y tres niveles de gobierno (Nacional, Provincial y 
Municipal). De esta manera, el empleo estatal constituye un universo amplio 
y heterogéneo de tareas, estructuras y regulaciones. Un estudio empírico so-
bre las relaciones laborales en el sector público requeriría una desagregación 
de las áreas y niveles del Estado, generando una descripción y un análisis 
pormenorizado de las legislaciones laborales,2 actores sindicales y dinámicas 
particulares. Dicho relevamiento escapa a los objetivos del presente capítulo, 

1  Según lo informa el Ministerio de Trabajo y de Seguridad Social de la Nación. Segui-
miento del empleo público Nacional y Provincial, 2016.

2  A modo de ejemplo, en la provincia de Buenos Aires el marco normativo que regula la 
relación de empleo público se sistematiza en un estatuto general y 18 regímenes especiales, 
mientras que en el Poder Ejecutivo Nacional se clasifican 56 regímenes y/o escalafones. 
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que constituye una aproximación de carácter general acerca de las principales 
características de las relaciones laborales en el Estado. Así, en la primera parte 
haremos un breve recorrido histórico por el proceso de institucionalización de 
las relaciones laborales en el sector, dando cuenta de sus vicisitudes y diferen-
tes grados de avance. Mientras que en la segunda, señalaremos algunos de sus 
rasgos distintivos, ilustrando las reglas que regulan los contenidos de la agen-
da en la negociación colectiva, las características de los actores involucrados y 
las dinámicas. Finalmente, a partir de estas características, se incluirán breves 
reflexiones que procuran ser un aporte a la comprensión de las especificidades 
del Estado como ámbito de trabajo y se expondrán algunos rasgos centrales que 
consideramos relevantes para analizar la temática planteada. 

La institucionalización de las relaciones laborales                    
en el sector público

En primer lugar, es necesario aclarar que en el presente trabajo se en-
tiende a las relaciones laborales como un espacio en el que los actores re-
presentativos de los trabajadores, empleadores y Estado interactúan con el 
objeto de determinar condiciones de trabajo y empleo de carácter colectivo, y 
como un medio a través del cual se determinan diferentes elementos relacio-
nados: maneras de asignar tareas y funciones, relación contractual, fijación 
y composición de los salarios, modos de evaluar rendimientos, promoción y 
recategorización, etc. (Fernández, 2005). 

Las relaciones laborales asumen rasgos singulares en el modelo sindical ar-
gentino, caracterizado por la unicidad y la centralización de la negociación. Esto 
implica que el Estado le confiere el monopolio de la representación al sindicato 
con mayor número de afiliados, otorgándole la personería gremial. En este punto, 
la Ley de Asociaciones Profesionales (Ley 23.551) realiza una distinción entre dos 
estatus diferentes del reconocimiento a los sindicatos: organizaciones con ins-
cripción o personería gremial. Mientras que los primeros se encuentran reconoci-
dos institucionalmente y se les concede el derecho de realizar reuniones y asam-
bleas, solo los que tienen personería gozan de la exclusividad para representar a 
los trabajadores de un ámbito personal (categorías laborales) y territorial determi-
nado, interviniendo en las negociaciones colectivas y vigilando el cumplimiento 
de la normativa laboral. En este marco, la negociación colectiva es la que tiene 
lugar entre empleadores y organizaciones de trabajadores con personería gremial 
con el objeto de fijar condiciones de trabajo y empleo, creando normas de derecho.
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El reconocimiento legal de las negociaciones fue reglamentado en 1953 
y obtuvo jerarquía constitucional con la reforma de 1957. Si bien en términos 
legales los acuerdos pueden realizarse en diferentes niveles, en nuestro país 
se ha consolidado una tendencia centralizada que privilegia la negociación en 
el nivel de la rama de actividad. Los convenios colectivos de trabajo resultan-
tes de dichas negociaciones tienen el carácter normativo de un contrato Ley y 
rigen para toda la vida laboral de un sector determinado.

Bajo este modelo fueron institucionalizándose desde la década del cua-
renta las relaciones laborales en el sector privado y en el complejo empre-
sarial del Estado (SEGBA, ONS, ENTEL, YPF, entre otras) sin alcanzar al res-
to del sector público. Así, en la administración pública, debido la particular 
naturaleza del empleador, las condiciones de trabajo se encontraban todavía 
determinadas unilateralmente por el Estado. Esta situación encontraba fun-
damentos en el terreno del derecho desde la teoría de la relación unilateral, 
la cual sostenía que en el vínculo entre funcionario y administración pública, 
existía una relación de desigualdad de la posición jurídica entre las volunta-
des en juego (voluntad pública - voluntad privada) (Rial, 2013). Al postularse 
la existencia de una supremacía de la administración pública en la relación 
jurídica, no era posible pensarla como un contrato privado para la prestación 
de un trabajo. De esta manera, para dichas corrientes el empleo estatal, en 
tanto servicio público, era de naturaleza estatutaria, y emanaba de un acto 
administrativo en el cual se establecían los derechos y obligaciones de los 
empleados. Subsidiariamente, esto significaba la negación de la condición 
de trabajador a los funcionarios públicos, lo cual implicaba una restricción 
de los derechos colectivos asociados a dicho estatuto. En términos formales, 
los derechos de sindicalización, negociación y huelga, reconocidos para los 
trabajadores del sector privado, resultaban incompatibles “con los principios 
de jerarquía, lealtad y fijación unilateral de las condiciones de empleo y con-
tinuidad de servicios que supone la función pública” (Córdova, 1980 citado 
en Diana Menéndez, 2009, p. 115). Al mismo tiempo, dicha tesis excluía la 
hipótesis de conflicto laboral, ya que ningún interés profesional y sectorial 
podía oponerse al interés general expresado por la administración, de la que 
serían servidores (Rial, 2013). 

A esta teoría unilateral, se opusieron las contractualistas, que afirmaban 
que entre el Estado y quien le presta un servicio personal, subordinado y re-
munerado, se genera una relación laboral equivalente a la que existe en el 



– 192 – 

Magdalena Gil García

sector privado, de modo que, aunque esta asuma regulaciones especiales, la 
naturaleza del empleador no justifica la exclusión de este vínculo (Diana Me-
néndez, 2009). De esta manera el debate que subyacía entre las teorías contrac-
tualistas y unilateralistas es el estatuto del agente estatal, es decir, si se trataba 
de un trabajador que vende su fuerza de trabajo a cambio de un salario y posee 
determinados derechos colectivos, o de un funcionario público excluido de los 
mismos por su vínculo con la función de gobierno. Así, desde el enfoque unila-
teral se fueron presentando una serie de argumentos que impedían considerar 
a los empleados públicos como trabajadores: “la condición soberana del Estado, 
la índole estatutaria de la relación con sus empleados, la ausencia de fines de 
lucro en la función pública y el peligro de distorsión del sistema democrático 
que entrañaba la negociación con entes privados” (Córdova, 1998, p. 123).

En nuestro país dichas teorías resultaron absolutamente dominantes, di-
ficultando la institucionalización de las relaciones laborales en el sector públi-
co. Detrás de dichos presupuestos se encontraban además factores políticos e 
históricos que contribuían a obstaculizar dichos procesos. En primer lugar, se 
destaca la necesidad de garantizar el control de una burocracia a la que se le 
exigía lealtad y obediencia, evitando que la posibilidad de negociar colectiva-
mente sus condiciones de trabajo contribuyera a la politización del sector. En 
efecto, no podía ser bien visto desde las autoridades estatales la posibilidad de 
autorizar en el interior del Estado un sindicalismo de oposición con influencias 
de corrientes ideológica diversas (Diana Menéndez, 2009). Como contrapartida 
a esta restricción de derechos colectivos, y con el objeto de neutralizar posibles 
conflictos laborales, se les concedió a los empleados estatales, inicialmente, 
una plataforma de privilegios, que implicaban un alto grado de protección y 
beneficios sociales en comparación a los trabajadores del sector privado. Así, 
dichos trabajadores se caracterizaban por su situación de “White Collar” (Con-
treras, 2010), al gozar de “condiciones de trabajo y de salario más beneficiosas, 
estabilidad en el empleo, regímenes de licencias más extensos y sistemas de 
seguridad social sólidamente instituidos” (Armelino, 2009, p. 5).

Esta situación comienza a modificarse con la expansión de las funciones 
del Estado y el incremento de sus planteles, debilitándose los privilegios de 
los funcionarios públicos y dando inicio a lo que algunos autores conside-
ran un proceso de proletarización de los mismos (Diana Menéndez, 2009; 
Armelino, 2009). Este desmejoramiento de las condiciones laborales en el 
sector público se inscribió en un debate más vasto sobre el Estado, en el que 
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comienza a cuestionarse que el “interés público” resulte un concepto unívoco 
(Rial, 2013). Es en este contexto que comienza a darse una mutación respecto 
a la naturaleza jurídica del empleo público, donde las perspectivas del dere-
cho laboral ganan terreno frente a las del derecho administrativo. 

Los primeros avances en la institucionalización de las relaciones labora-
les se realizaron en la década del ochenta, y la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT) tuvo un rol importante en que dicho proceso cobrara impulso, 
puesto que “estableció un piso de condiciones que exigieron la adopción de 
ciertas regulaciones más proclives al tratamiento paritario que a la imposi-
ción unilateral” (Armelino, 2009, p. 5). Entre las normas más importantes de 
este organismo internacional que favorecieron que los estados introdujeran 
convenciones colectivas se destaca la aprobación del Convenio 151 sobre re-
laciones de trabajo en la administración pública en el año 1978, el cual ha-
bilitaba la participación de las organizaciones de empleados públicos en la 
determinación de las condiciones de empleo y estimulaba la utilización de 
procedimientos de negociación colectiva, aunque reservaba a los gobierno el 
derecho a decidir qué hacer con las fuerzas armadas y de seguridad. Como 
evidencia de la relevancia que tuvo dicho Convenio, el día 27 de junio, fecha 
de su firma, se celebra actualmente el día del Trabajador del Estado. Otra ac-
ción fundamental de dicho organismo fue la aprobación del Convenio 154 en 
1988, en el cual se fomenta la negociación colectiva en todos los campos de 
actividad económica, incluyendo expresamente a la administración pública.

En Argentina, la oportunidad de avanzar en esta dirección tuvo que es-
perar a la salida de la dictadura cívico-militar de 1976. Pese a que las ne-
gociaciones colectivas no se encontraban reglamentadas, la sindicalización 
del sector público era un derecho reconocido desde el primer cuarto del si-
glo XX. Los trabajadores dependientes de la administración pública nacional 
comenzaron a organizarse gremialmente en la década del veinte en la Liga 
de Empleados Públicos Nacionales, que representa el antecedente de la ac-
tual Unión de Personal Civil de la Nación (UPCN) fundada en 1948 (Contreras 
2010; Orlansky, 2006). Así también, la Asociación de Trabajadores del Estado 
(ATE), otro de los gremios más importantes del ámbito estatal, surge en 1925 
en los talleres de la dirección de Navegación y Puertos ubicados en el Ria-
chuelo (Contreras, 2010). De esta manera, los trabajadores del Estado tenían 
fácticamente el derecho a organizarse colectivamente y, pese a que no se les 
concediera formalmente el derecho a negociar sus condiciones de trabajo, 
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existía una dinámica que las habilitaba. Es decir, en muchos casos la presión de 
los sindicatos favorecía la existencia de “paritarias de hecho” (Godio y Slodky, 
1989, en Armelino, 2009, p. 14), pero estas tenían un carácter episódico y no 
institucionalizado. Como señala un dirigente de UPCN: “el Estado era el que 
elaboraba el presupuesto, establecía las estructuras y dotaciones y fijaba los 
salarios, cuando eran bajos o insuficientes, (…) el mecanismo de reacción era el 
reclamo” (Autón, 2013, p. 154). Así, la historia de la administración pública de-
muestra que “ni el reconocimiento formal del derecho implica inmediatamente 
el ejercicio del derecho, ni no tener el derecho reglamentado implica que no se 
pueda negociar un convenio colectivo de trabajo” (Armelino, 2009, p. 24).

En el contexto político de restauración democrática y de rehabilitación 
de la actividad sindical, el gobierno nacional ratificó en 1986 el Convenio 151 
de la OIT (Ley Nº 23.328) y dos años después el Convenio 154 (Ley Nº 24.544). 
Mediante la ratificación de dichos convenios, se estableció que se harían efec-
tivos sus contenidos, dándose inicio a un proceso progresivo de desarrollo de 
las negociaciones colectivas en el sector público y generándose las condicio-
nes para la difusión de los primeros convenios colectivos de trabajo. Así, en 
1991 se sanciona la primer Ley que autoriza la negociación colectiva en el 
ámbito estatal para los docentes (Ley Nº 23.929).

Desde entonces, la institucionalización de las relaciones laborales tuvo 
un avance considerable, con diferentes grados y modalidades de implemen-
tación según las áreas y niveles del Estado, constituyendo una pluralidad de 
situaciones con matices entre unilateralismo rígido y negociación plena y 
amplia (Rial, 2013). Es decir, el proceso por el cual se fueron introduciendo 
las negociaciones colectivas y los convenios colectivos de trabajo en el sector 
público no fue homogéneo al interior del Estado, presentándose divergen-
cias de acuerdo a las jurisdicciones y actividades. En relación a los grados de 
institucionalización entre los tres poderes del Estado, el Poder Ejecutivo es 
el que registra mayor avance en materia de legislación laboral y negociación 
colectiva; mientras que el Poder Legislativo y el Judicial, si bien en algunos 
casos se encuentran alcanzados por las normativas que regulan la paritaria 
en el Ejecutivo, muestran escasos progresos en las reglamentaciones sobre 
relaciones de trabajo (Barzola, Lira, Nassano y Oyarzo, 2012; Ruiz, 2013).

En lo que refiere a las características destacadas del contexto normativo 
general, las regulaciones abarcan la administración central y las áreas de salud 
y administración, las cuales tienen habitualmente una normativa específica 
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(Ruiz, 2013). Así, es conveniente recordar que las fuerzas armadas y policiales 
se encuentran excluidas de las relaciones laborales, puesto que se les niega 
la posibilidad de sindicalización, la facultad de representación y de negocia-
ción. Otro rasgo en común de las diversas reglamentaciones es la exclusión 
de las autoridades políticas vinculadas a la función de gobierno (Ministro, 
Secretario, Subsecretario, Asesores, etc.). Respecto a las estructuras funcio-
nales de los ámbitos de negociación que se establecen en las normativas se 
destaca la división entre una negociación de carácter general y otra sectorial 
para actividades específicas (Ruiz, 2013). Así, a pesar del peso que tienen las 
negociaciones de carácter general, se observa cierto grado de descentraliza-
ción en la dinámica de las relaciones laborales en el sector público argentino 
(Armelino, 2009). En dichas instancias institucionales de diálogo se vinculan 
el Estado empleador, representado por funcionarios que ostenten un cargo 
de rango superior (generalmente Ministro de Economía, de Trabajo o áreas 
asociadas a la organización institucional de la función pública) y los gremios 
con personería gremial, con diferente cantidad de representantes y votos de 
acuerdo a la cantidad de afiliados (Ruiz, 2013). 

En base a estos rasgos centrales, nos encontramos, a nivel de la adminis-
tración pública nacional, con un Convenio Colectivo General vigente (CCT 
214/06), el cual establece condiciones mínimas de trabajo (duración de la 
jornada laboral, horas extras, régimen de licencias, normas de seguridad e 
instrucciones básicas de la composición del salario) y aspectos más amplios 
de las condiciones de trabajo (Armelino, 2009), y con convenios colectivos 
sectoriales tales como el alcanzado en el Servicio Nacional de Sanidad y Ca-
lidad Agroalimentaria (SENASA), el del Instituto Nacional de Tecnología In-
dustrial, el del personal de los cuerpos artísticos de la nación, el del Sistema 
Nacional de Empleo Público, entre otros (Rial, 2013). 

A nivel subnacional trece jurisdicciones3 han reglamentado las negocia-
ciones colectivas bajo diferentes modalidades: Comisión Negociadora Cen-
tral, la Mesa Paritaria o el Consejo del Salario (Villarroel, 2013; Rial, 2013). No 
obstante, pese al reconocimiento institucional de la negociación, solo en tres 

3  Las jurisdicciones que cuentan con este tipo de negociaciones son: Buenos Aires, Cór-
doba, Santa Fe, Mendoza, Chubut, Tierra del Fuego, Neuquén, Catamarca, Jujuy, Entre Ríos, 
Chaco , Corrientes y La Pampa (Villarroel, 2013). 
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jurisdicciones se han celebrado convenios colectivos de trabajo.4 Finalmente, 
aquellas provincias que aún no han reglamentado la negociación colectiva 
presentan diferentes instancias de diálogo entre el Estado y los representan-
tes gremiales. 

De esta manera, se han dado grandes avances en la materia en las dife-
rentes jurisdicciones y niveles del Estado, los cuales resultan fundamentales 
en el reconocimiento y ejercicio de derechos de los trabajadores estatales, 
puesto que limitan la unilateralidad en la determinación de las condiciones 
de trabajo. Así, los Convenios Colectivos de Trabajo permiten establecer la 
base común de derechos laborales a partir de la negociación entre empleado-
res y representantes de los trabajadores, a diferencia de los tradicionales Es-
tatutos de empleo público, los cuales solo pueden ser modificados por normas 
del Congreso o Decretos del Poder Ejecutivo. No obstante, como hemos dado 
cuenta, parte del debate acerca de la naturaleza estatutaria de empleo públi-
co aún persiste, ya que existen ciertos sectores de la administración pública 
que permanecen excluidos de tales dinámicas. Asimismo, la individualización 
de condiciones de trabajo y salariales mediante la proliferación de diferentes 
formas de contratación por tiempo determinado obstaculiza los avances se-
ñalados. Tales contratos dan cuenta de un progresivo corrimiento del derecho 
laboral al comercial, ya que no se rigen por los estatutos de empleo público o 
por los convenios celebrados colectivamente. Así, la difusión de dichas mo-
dalidades dificulta las posibilidades de representación y cobertura sindical de 
dichos trabajadores, y contribuye a desmantelar el sustrato colectivo de las 
relaciones de trabajo. 

Relaciones laborales en el ámbito estatal:                              
agenda, actores y dinámicas 

Ahora bien, una vez planteado el recorrido histórico por el todavía inaca-
bado proceso de institucionalización de las relaciones laborales en el sector 
público, presentaremos algunas reflexiones acerca de los rasgos particulares 
que asumen las mismas. En primer lugar una característica distintiva es que, 
pese al carácter capitalista de la sociedad, no se trata de la relación clásica 
entre capital-trabajo, debido a que la instancia del capital es reemplazada 

4  Las tres jurisdicciones que han alcanzado la firma de un convenio colectivo como pro-
ducto del proceso de negociación son la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y las provincias 
de Salta y Santa Cruz (Rial, 2013; Villarroel, 2013). 
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por la del Estado, el cual se caracterizaría por la ausencia de un interés estric-
tamente económico o de lucro. Además, el empleo estatal tiene como rasgo 
distintivo la estabilidad laboral, de carácter Constitucional (Art. 14 bis), la 
cual si bien fácticamente no cubre a la totalidad de los trabajadores, dado el 
creciente peso de los contratos por tiempo determinado,5 proporciona una 
mayor seguridad en el empleo que la existente en el sector privado.

Otra particularidad de las relaciones laborales en el sector público se 
vincula con los contenidos de la agenda que se encuentran sometidos a ne-
gociación colectiva, los cuales refieren a cuestiones laborales que integran 
la relación de empleo, como las salariales y las condiciones de trabajo, pero 
excluyen materias reservadas a la decisión unilateral de la administración. 
A modo de ejemplo, las leyes de negociaciones colectivas que rigen para la 
Administración Pública Nacional (Ley Nº 24.185) y la Ley que rige para la 
Administración Pública de Buenos Aires (Ley Nº 13.453), exceptúan de la ne-
gociación la organización y la conducción de la Administración Pública, con-
siderando la estructura orgánico funcional, y el principio de idoneidad como 
base del ingreso y de la promoción en la carrera administrativa. Desde el cam-
po sindical, algunas opiniones de los representantes gremiales6 permiten dar 
cuenta de que el argumento del gobierno respecto a su necesidad de preser-
var aquellas facultades para garantizar la gestión es interpretado como un 
pretexto que les permite “retacear la discusión de determinadas temáticas” 
(Autón, 2013, p. 153). De igual manera, ambas normativas establecen que los 
acuerdos salariales y aquellos que se relacionen con las condiciones econó-
micas de la prestación laboral deben sujetarse a los contenidos de las leyes 
de presupuesto. Así, la estructura presupuestaria que establece los recursos 
financieros asignados a las diferentes unidades administrativas le otorga cierta 
rigidez al sistema de remuneraciones del sector público y puede operar res-
trictivamente sobre la capacidad de decisión de ciertos actores estatales en las 

5  A modo de ejemplo, según los datos del CENDA (2007) en el Poder Ejecutivo Nacional 
el empleo en planta temporaria y permanente se incrementó solo un 10% entre 2001 y el 
tercer trimestre de 2006, mientras que el empleo por contrato lo hizo en más de un 50%.

6  Villarroel (2013) y Diana Menéndez (2009) recogen testimonios que dan cuenta de 
estas tensiones: “la misma ley dice que hay facultades que no se negocian (…). Entonces de 
acuerdo a cómo cada uno lo interpreta esto es o no es facultad de dirección (…) los gremios 
avanzan sobre todo lo que pueden, ellos quisieran arrogarse todo: la estructura, el presu-
puesto” (Diana Menéndez, 2009, p. 118). 
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negociaciones. En este mismo sentido, testimonios de los representantes sin-
dicales recogidos en Villarroel (2013) destacan que, si bien el presupuesto no 
es un impedimento para negociar, impone limitaciones para el logro de deter-
minadas reinvidicaciones salariales: “Si fuera por lo que prevén de aumento 
los presupuestos para el año siguiente, no habría negociación salarial, nunca 
está atada del todo a lo presupuestario (…). Sí, para un resultado determinado 
es probable que el presupuesto sea un impedimento” (Villarroel, 2013, p. 56). 
De esta manera, la aplicación de los acuerdos económicos involucrados en las 
negociaciones colectivas puede efectivizarse cuando están dadas las condi-
ciones presupuestarias. 

En la determinación de la Ley de Presupuesto de cada nivel de gobierno 
intervienen el Poder Ejecutivo y el Legislativo, lo que pone en evidencia el en-
tramado de actores institucionales que participan, implícita o explícitamente, 
en las relaciones laborales en el Estado. Así, las demandas salariales de los 
trabajadores del Estado involucran “debates parlamentarios, la financiación 
por parte de niveles de gobierno superiores y hasta la revisión de las estruc-
turas financieras del Estado mismo” (Barzola et al., 2012, p. 5). Además de la 
intervención de ambos poderes en las normas presupuestarias, se conforma 
una estructura de dependencia financiera entre el Estado central y los nive-
les subnacionales a partir del sistema de coparticipación federal. Así, en las 
provincias la evolución de los salarios en el sector público ha estado marcada 
por el derrotero de la coparticipación federal, puesto que de ella dependen 
fuertemente muchas jurisdicciones (CENDA, 2007). Como muestra de esta 
situación han existido casos en que los gobiernos provinciales reclamaron 
mayor financiamiento del gobierno nacional para afrontar pagos salariales.

Resulta fundamental considerar las normativas presupuestarias, puesto 
que no solo tienen influencia en la fijación de salarios, sino que impactan 
directamente en el ingreso de trabajadores al sector público y en el escalafón 
administrativo, ya que establecen la cobertura de cargos. Así, la restricción 
presupuestaria, junto a los reiterados congelamientos de vacantes, han signi-
ficado un obstáculo en el desarrollo de la carrera de los trabajadores públicos. 

Respecto a los actores de las relaciones laborales, una de las características 
sobresalientes es la coexistencia de varios sindicatos con personería gremial, 
y que por lo tanto pueden ejercer la plena representación de los intereses de 
los trabajadores del Estado. En primer lugar, para comprender dicha pluralidad 
sindical es necesario atender al universo heterogéneo de actividades y sectores 
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dentro del ámbito estatal, de manera que la fragmentación gremial es en parte 
un correlato sociopolítico de la diversidad de regímenes laborales.

No obstante, nos encontramos en casi todos los niveles y áreas del Estado 
con la existencia de dos o tres sindicatos con la posibilidad de representar a 
los trabajadores, diversidad que se profundiza en el sector de la administra-
ción pública y de educación (Barzola et al., 2012). De esta manera, se trata 
de una singularidad respecto a la tendencia monopólica de la representación 
que existe en el sector privado. La pluralidad de organizaciones sindicales es 
una característica histórica del empleo público en Argentina, ya que, si bien 
en el primer cuarto del siglo XX, UPCN y ATE surgen como organizaciones de 
distintas categorías laborales, a inicios de la década del cincuenta representa-
ban legalmente a la misma actividad (Contreras, 2010). Así, nos encontramos 
con dos organizaciones sindicales que tienen ámbito de actuación sobre to-
dos los trabajadores de la administración pública nacional, provincial o mu-
nicipal, y territorial en toda la república Argentina. El hecho de que coexis-
tan en el mismo ámbito, implica que ambas organizaciones participan en las 
negociaciones colectivas, en los conflictos, y que cada una de ellas elija a sus 
delegados y a su junta interna. 

Esta pluralidad le otorga particularidades a la dinámica de las relaciones 
del trabajo, ya que los trabajadores tienen la posibilidad de elegir entre más 
de un sindicato para ser representados, los cuales deben darse estrategias de 
afiliación en competencia con el resto de las organizaciones con personería 
gremial (Diana Menéndez, 2007 y 2009). De esta manera, un estudio empírico 
que analice las relaciones laborales en el sector público deberá tener en cuen-
ta no solo la conflictividad con la contraparte empleadora, sino las disputas 
entre las diferentes organizaciones sindicales, y los núcleos de discusión que 
se generan en los lugares de trabajo en los que conviven representantes gre-
miales de diferentes organizaciones.

Esta heterogeneidad de actores que intervienen en la negociación se 
replica en la contraparte empleadora, puesto que en representación del Es-
tado nos encontramos en las estructuras de la administración pública con 
diversos funcionarios con capacidad de decisión. Para evitar que tal diversidad 
complejice la dinámica de relaciones laborales, se estableció una estructura de 
negociación de carácter general y otra sectorial, donde se trabajan temáticas 
específicas de determinados regímenes laborales y organismos y a la cual se in-
corporan los gremios de ese ámbito particular y las autoridades ministeriales. 
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Si bien tal dinámica podría contribuir a limitar la diversidad de interlocutores 
estatales, parece no evitar todas las dificultades en la negociación (Rial, 2013; 
Diana Menéndez, 2009). A modo de ilustración, es posible retomar las pala-
bras de un dirigente de UPCN respecto a los inconvenientes que esta situación 
puede generar para los sindicatos en determinadas coyunturas particulares: 
“en las discusiones sectoriales participaban, además, las autoridades de cada 
organismo, o sea, treinta y dos funcionarios más, cada uno con su compren-
sible expectativa de sector no siempre fácilmente coincidente (Autón, 2009, 
p. 130). Así, el Estado empleador, resulta “una figura compleja, multifacética, 
compuesta por representantes de distintas áreas de gobierno” (Barzola, Lira, 
Nassano y Oyarzo, 2013, p. 5). Esto ha sido destacado como un problema de 
comunicación para las organizaciones sindicales que se enfrentan a varios 
interlocutores institucionales “validados” (Diana Menéndez, 2009). 

No obstante, el mayor problema sujeto a debate es el doble rol del Estado 
en la negociación en el sector público, como parte empleadora y como regu-
ladora de las relaciones laborales. En las negociaciones colectivas en el sector 
privado, empleadores y sindicatos cuentan con la función del Estado como me-
diador, a través del Ministerio de Trabajo, para canalizar los conflictos laborales 
y arribar a acuerdos. En el caso del sector público, se presenta el problema de 
que el Ministerio de Trabajo, que integra la parte empleadora, resulta la autori-
dad de aplicación de las diversas normas de negociación colectiva, cumpliendo 
un rol de mediador en materia de relaciones laborales, así como de fiscalizador 
de las condiciones de trabajo. La polémica en tales circunstancias es si dicho 
Ministerio puede constituir un árbitro neutral, actuando como un actor des-
gajado del gobierno y con autonomía respecto del Poder Ejecutivo. Así, como 
ha señalado Beliera (2015), las negociaciones en el sector público no pueden 
ser consideradas como tripartitas en un sentido estricto, sino que tienen un 
carácter bipartito, puesto que el Estado es juez y parte de las condiciones labo-
rales de los empleados públicos. Para dar solución a dicho dilema, en el caso de 
la administración pública de la Provincia de Buenos Aires, se han presentado 
diversos proyectos para la constitución de un órgano imparcial que pueda me-
diar entre el Estado empleador y los sindicatos ante la emergencia de conflictos 
laborales de difícil resolución; pero dichas iniciativas han encontrado numero-
sos obstáculos y todavía resultan una materia pendiente. 

Ahora bien, si las negociaciones colectivas y los procedimientos concilia-
torios fracasan, los sindicatos con personería gremial cuentan con el derecho 
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a promover diferentes acciones colectivas de lucha. Siguiendo la conceptua-
lización empleada por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (MTEySS) 
se entiende por conflicto laboral a “la serie de eventos desencadenada a par-
tir de una acción conflictiva realizada por parte de un grupo de trabajado-
res o empleadores con el objeto de alcanzar sus reivindicaciones laborales” 
(Palomino et al., 2007, p. 3). En este sentido, según la serie elaborada por el 
MTEySS en el período 2006-2015 el ámbito público concentró el 64 % de los 
conflictos con paro. Asimismo, los datos dan cuenta de la mayor intensidad de 
la conflictividad, dado que las huelgas se prolongan en el sector público por 
mayores períodos de tiempo. De esta manera, entre 2006-2015 el promedio 
de jornadas no trabajadas por huelguistas en el ámbito estatal es de 7, dato 
que contrasta con el promedio de 2 del sector privado. Respecto a las áreas 
que explican la mayor conflictividad (medida a través de conflictos con paro, 
huelguistas y jornadas) se destaca la administración pública, la salud y la en-
señanza, mientras que el nivel provincial fue más conflictivo que el municipal 
y el nacional (MTEySS). 

Este creciente protagonismo del empleo estatal en la conflictividad la-
boral es una tendencia desde la década del noventa, que les permite hablar 
a algunos autores de “un desplazamiento del dinamismo sindical hacia es-
tos sectores de servicios sociales estatales, de la administración pública, del 
transporte y de las finanzas” (Gómez, Zeller y Palacios, 1996, p. 15). Así, las 
transformaciones estructurales realizadas en el Estado que generaron la pre-
carización y la destrucción de puestos de trabajo en los noventa produjeron 
un aumento de los conflictos encabezados por los trabajadores estatales, tan-
to nacionales como provinciales y municipales (Duhalde, 2012). Aunque en 
principio podemos afirmar que la implementación de políticas públicas sobre 
el empleo público tiene implicancias directas en la dinámica del conflicto la-
boral, es necesario considerar otro tipo de factores que inciden en la misma. 
Así, analizar la conflictividad del sector público reviste una complejidad que, 
además de considerar las particularidades de cada actividad y jurisdicción, 
debe atender a: las estrategias del Estado como empleador y de los diferentes 
sindicatos; a la influencia de las condiciones económicas; a la seguridad que 
proporciona la estabilidad laboral y la existencia de menores represalias en 
el ámbito público. 

Una cuestión que ha sido destacada por la bibliografía especializada es 
el hecho de que los sindicatos estatales están más expuestos a las variables 
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de tipo políticas, de manera que para comprender sus estrategias es necesa-
rio atender a la manera que influye en la conflictividad el alineamiento po-
lítico-partidario con el gobierno de turno (Diana Menéndez, 2009; Murillo y 
Ronconi, 2004; Mulcahy, 2009). Bajo esta lógica, es posible inferir que al existir 
una identidad política compartida las cúpulas sindicales tengan una tendencia 
a la inacción y a la espera de compensaciones futuras en forma de puestos o de 
otro tipo; y en un sentido contrario, que actores sindicales no alineados tengan 
mayores incentivos a visibilizar los conflictos, con el objeto de desprestigiar a 
la gestión y posicionar a sus dirigentes como una alternativa. Es decir, la im-
posibilidad de escindir al Estado empleador del Estado gobierno genera que los 
sindicatos estatales tengan una predisposición al conflicto o a la inacción por 
motivos políticos que trascienden el interés gremial, lo cual cobra mayor evi-
dencia en momentos preelectorales (Diana Menéndez, 2009; Duhalde, 2015). 
Para caracterizar estas lógicas del sindicalismo estatal, Diana Menéndez (2009) 
utiliza la categoría de “intercambio político”, en la que los sindicatos vincula-
dos políticamente al gobierno intercambian con la parte empleadora beneficios 
por consenso social, diferenciándola de lo que sucede en la negociación colec-
tiva clásica entre patrones y trabajadores, donde los beneficios se intercambian 
por continuidad del trabajo. Al mismo tiempo, puede ser considerada como otra 
particularidad de las dinámicas de relaciones laborales en el sector público la 
proximidad cotidiana de los gremios con las autoridades estatales, la cual ha-
bilita a construir un canal de negociación y de transferencias de recursos más 
permanentes y aceitados con el poder político. 

Además de la inescindibilidad Estado empleador/Gobierno, incide en la 
conflictividad laboral del sector el denominado, según Oszlak (1997), rol in-
fraestructural desempeñado por la burocracia, es decir su acción en la produc-
ción de bienes, regulaciones o servicios donde se materializa cierto interés 
general o societal. Así, pueden existir tensiones entre las medidas gremiales 
y la prestación de determinados servicios públicos, puesto que la normativa 
nacional recepta las prescripciones de la OIT respecto a la posibilidad de li-
mitar el derecho de huelga en las actividades cuya interrupción puede poner 
en peligro la vida, la seguridad personal o la salud de la población. La legisla-
ción vigente (Artículo 24 de Ley 25.877), señala que en los períodos de huelgas 
debe garantizarse la prestación mínima de aquellos servicios que son conside-
rados esenciales, como es el caso de los servicios sanitarios y hospitalarios, la 
producción y distribución de agua potable, energía eléctrica y gas, y el control 
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del tráfico aéreo. Aunque tal situación dificulte a las acciones colectivas de 
los trabajadores organizados de determinadas actividades, el público usua-
rio es una variable considerada en las estrategias de los diversos sindicatos 
estatales y es utilizado como un instrumento de presión (Diana Menéndez, 
2009). De igual manera, la apelación de su rol de prestadores de servicios pú-
blicos resulta ser un recurso retórico igualmente invocado por trabajadores 
estatales de diferentes actividades y que funciona como un modo de legiti-
mación de sus luchas particulares. A modo de ejemplo, la campaña realizada 
por la Confederación Latinoamericana y del Caribe de Trabajadores estatales 
(CLATE) y retomada por ATE en el año 2016 “Mi trabajo son tus derechos” 
(CLATE, 2016), busca poner de relieve la relación entre los derechos laborales 
de los trabajadores del sector público y los derechos económicos, sociales y 
culturales de la ciudadanía. Es decir, en la conflictividad gremial se realiza un 
trabajo de universalización mediante el cual los sindicatos del estado asocian 
el particularismo de las demandas laborales al interés general de los derechos 
ciudadanos. Así, los trabajadores del sector público se apropian de la idea del 
Estado como garante de derechos y representante del interés general, vin-
culando sus reclamos por mejores condiciones de trabajo con la denuncia de 
escasez de presupuesto asignado a determinadas áreas y/o el vaciamiento de 
políticas públicas. La manera en que en la conflictividad laboral se articulan 
intereses sectoriales con cuestionamientos respecto del rol que debiera tener 
el Estado ha sido señalado por otros trabajos que analizan los sindicatos es-
tatales (Diana Menéndez, 2009; Duhalde, 2012; Beliera, 2015), y puede ser in-
terpretado de acuerdo a las características específicas de cada conflicto como 
un recurso de legitimación o como un conflicto por la gestión y el desenvolvi-
miento de las políticas públicas. 

Algunas particularidades del Estado como ámbito laboral
Los trabajadores del sector público son aquellos que ponen en marcha la 

maquinaria del Estado a través de diferentes funciones: docentes, profesio-
nales y trabajadores de la salud, recaudadores de impuestos, científicos, ins-
pectores, etc. Así, son empleados y remunerados por el Estado para poner en 
ejecución, en prácticas cotidianas y concretas, las políticas públicas en todo 
el país. En el apartado precedente hemos dado cuenta de  cómo esta situación 
genera ciertas particularidades en las dinámicas de las relaciones laborales, 
pero consideramos que estas también se expresan a nivel de los trabajadores. 
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Como primera aproximación consideramos que para estudiar los ámbitos es-
tatales de trabajo es necesario observar el modo en que se expresa el entrecruza-
miento entre cuestiones laborales y políticas. Así, la imposibilidad de separar al 
Estado empleador del Estado Gobierno no resulta una cuestión indiferente para 
los trabajadores, sino que puede tener implicancias subjetivas, contribuyendo a 
generar diferentes prácticas, sentidos y valoraciones del trabajo en el Estado. En 
este punto, Diana Menéndez (2009) señala la existencia de la tensión “trabaja-
dor-funcionario”, la cual implica que “sentirse parte de una estructura que lleva 
adelante políticas públicas, con las cuales no solamente no se identifica, sino que 
se opone, puede convertirse en una situación tensa respecto de sus tareas labo-
rales” (2009, p. 135). Es decir, la sensación de que el trabajo cotidiano involucra 
concepciones ideológicas u objetivos políticos que no se comparten puede generar 
consecuencias en el involucramiento de los trabajadores con su actividad laboral o 
debilitar la pertenencia institucional. De manera contraria, algunos estudios han 
señalado que determinados colectivos de trabajadores que tienen un activismo 
político en agrupaciones afines al gobierno, trasladan sus compromisos militan-
tes a su trabajo en la administración pública (Perelmiter, 2012; Vázquez, 2014; 
Gradín, 2013). Así, a partir de la adhesión a la gestión de gobierno, algunos grupos 
han construido una significación del trabajo estatal como “militancia”, que impli-
ca trabajar con vocación, compromiso y sin atenerse a horarios preestablecidos. 

Otra dimensión sociopolítica que incide en las significaciones y prácticas 
en el trabajo estatal es la percepción de que las tareas desempeñadas permi-
ten la producción de bienes o servicios donde se materializa cierto interés 
público. Tal situación da lugar al dilema trabajador-servidor público (Diana 
Menendez, 2009), que implica que ante la posibilidad de tomar una medida 
de lucha en reclamo a las malas condiciones laborales se considere la manera 
en que esto repercute en las necesidades de los sectores destinatarios de sus 
tareas. Asimismo, la referencia al compromiso con los destinarios de las ta-
reas, la conciencia de cumplir con un rol político-social y/o el sentirse parte 
de una entidad que de alguna manera interviene en el bienestar general, le 
imprime ciertos rasgos de politicidad a los sentidos del trabajo en el Estado 
(Diana Menéndez, 2009; Gil García, 2014). 

Finalmente, en el apartado precedente hemos dado cuenta de cómo la 
conflictividad se expresa hacia el Estado empleador/Estado gobierno, pero a 
los fines de estas breves reflexiones cabe analizar los modos en que dichos 
conflictos se manifiestan al interior del ámbito estatal. Así, ha sido señalado en 
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algunos estudios que en los espacios estatales de trabajo se conforma un campo 
de relaciones conflictivas que se expresan tanto en términos verticales (entre 
funcionarios de gobierno y empleados) como horizontales (entre los mismos 
trabajadores). Respecto a los primeros, Beliera (2015) destaca que los funcio-
narios de gobierno resultan interpelados como patrones de la relación salarial 
a los que se les dirigen las demandas relativas a las condiciones de trabajo. Tal 
situación, según dicha autora, habilita a que se construya una frontera simbóli-
ca entre ambos grupos, es decir, una oposición funcionarios/trabajadores como 
identidades en disputa, la cual no resulta unívoca ni invariable. 

En lo que refiere a los conflictos en términos horizontales, Diana Menén-
dez (2009) ha destacado cómo la heterogeneización de los vínculos de empleo 
en la década del noventa dio surgimiento a tensiones entre los trabajadores 
de planta permanente y los contratados. Es decir, la proliferación de traba-
jadores contratados, con condiciones laborales y salariales diferentes a las 
del personal estable, contribuyó a generar percepciones y prejuicios cruzados 
entre ambos grupos, los cuales se tradujeron en conflictos (solapados o explí-
citos) en los espacios de trabajo.

De esta manera, el Estado como ámbito laboral se nos aparece como una 
trama compleja y conflictiva en la que coexisten funcionarios públicos con 
diferentes funciones, condiciones de trabajo, visiones y disposiciones, lo cual 
tiene incidencia en la sociabilidad, conformación de identidades y organiza-
ción de los trabajadores. 

Conclusiones preliminares 
La singular naturaleza del empleador le imprime al empleo público y a las 

relaciones laborales del sector significativas peculiaridades. Así, hemos dado 
cuenta de la manera en que tal situación impidió que durante muchos años 
los funcionarios públicos sean caracterizados como trabajadores, negándose-
les los derechos de representación y negociación colectiva asociados a dicho 
estatuto. De esta manera, en las páginas precedentes hemos planteado un 
breve recorrido histórico por el proceso de institucionalización de las relacio-
nes laborales en el Estado, ilustrando sus vicisitudes y presentando algunas 
reflexiones acerca de las particularidades que asumen las mismas. El presen-
te capítulo constituye una aproximación de carácter general, de la que pre-
tendemos extraer ciertos rasgos centrales que consideramos relevantes para 
analizar y comprender la temática planteada: 
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1. El empleo público, lejos de constituir un universo homogéneo de 
ámbitos de trabajo, es un rompecabezas de actividades, estructuras 
y normativas. Como consecuencia, un estudio en profundidad, debe 
desagregar al Estado en áreas y jurisdicciones, lo que permitirá una 
descripción y análisis de las condiciones de trabajo, reglamentaciones 
laborales y actores. De esta manera, cada nivel y actividad del Estado 
cuenta con su propia dinámica de relaciones laborales, de negociación 
y conflictividad. Al mismo tiempo, dicha situación, tiende a generar 
como correlato sociopolítico la fragmentación y escasa coordinación 
de la organización colectiva de los trabajadores del sector público.

2. Es conveniente recordar que ciertas actividades y áreas del estado to-
davía se encuentran excluidas del derecho a celebrar convenios colec-
tivos de trabajo. Asimismo, la proliferación de diferentes formas de 
contratación por fuera de los estatutos o convenios colectivos de em-
pleo público deja el vínculo laboral sujeto al derecho civil y comercial, 
contribuyendo a la individualización de las condiciones de trabajo y al 
desmantelamiento del sustrato colectivo de las relaciones de trabajo. 

3. Si bien la pluralidad gremial debe comprenderse en el marco de la 
heterogeneidad de tareas y regulaciones, en casi todos los niveles y 
áreas hay más de un sindicato con la posibilidad de representar a los 
trabajadores. Así, en futuras investigaciones es necesario analizar las 
consecuencias que genera la competencia intersindical en las diná-
micas de las relaciones laborales en el sector. 

4. En las negociaciones colectivas en el sector público, nos encontramos 
con la presencia de actores estatales en la parte mediadora y emplea-
dora, de manera que las mismas no revisten un carácter tripartito. 

5. El sector público concentra gran parte de la conflictividad laboral, 
fundamentalmente en las áreas de administración pública, salud y 
educación, y en los niveles subnacionales. De igual manera, se ca-
racteriza por la mayor intensidad de la misma, dado que las jornadas 
no trabajadas se prolongan por mayores períodos de tiempo que en 
el sector privado. Así, dicha conflictividad debe ser problematizada 
evitando análisis reduccionistas y observando cómo intervienen di-
ferentes dimensiones económicas, gremiales y políticas. 

6. En relación al punto anterior, debe tomarse en particular consideración 
la manera en que la imposibilidad de separar al Estado empleador del 
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Estado gobierno le imprime ciertos rasgos singulares a las lógicas de ne-
gociación e influye en la dinámica de conflictividad laboral en el sector. 

7. En el ámbito estatal, los empleados públicos, en tanto vendedores de 
su fuerza de trabajo al Estado, tienen la capacidad de universalizar 
sus reclamos vinculando sus reinvidicaciones y reclamos sectoriales 
con los derechos de la ciudadanía. Así, abordar los conflictos labora-
les en el sector público implica observar los modos en que los sindi-
catos estatales realizan dicho trabajo simbólico de universalización, 
y la manera en que sus conflictos gremiales intervienen disputas por 
la gestión y orientación de determinadas políticas públicas. 

8. Estudiar el estado como ámbito laboral y comprender los senti-
dos asociados al trabajo que construyen los empleados públicos 
requiere incorporar dimensiones sociopolíticas, indagando la ma-
nera en que influye en la imposibilidad de separar el Estado-em-
pleador del Estado-gobierno, el compromiso con los destinatarios 
de las tareas y la apropiación de la idea del Estado como encarna-
ción del interés general.  
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